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III

El Registrador emitió informe el día 3 de abril de 2008 y elevó el expe-
diente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 135.2 del Reglamento General de Recaudación; 
artículo 132 del Reglamento General de Recaudación de la Seguridad 
Social; artículos 613.2, 617, 656 y 674 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Y 
resoluciones de este Centro Directivo de 21 de febrero de 1991; 7 de mayo 
de 1999; 28 de marzo de 2001; 6 de julio de 2001; 2 de diciembre 
de 2002; 26 de septiembre y 4 de diciembre de 2003; 12 de febrero y 28 de 
junio de 2005, 30 de septiembre de 2005.

1. Se debate en este recurso la inscribibilidad de una certificación 
administrativa de adjudicación de determinados bienes inmuebles, expe-
dida por la Tesorería General de la Seguridad Social. A juicio del registra-
dor lo impiden dos defectos: el primero, que se ha pagado a un tercerista 
pero del documento presentado no resulta si esa tercería se ha seguido 
sólo contra la Tesorería General de la Seguridad Social o también contra 
los titulares de asientos registrales posteriores a la anotación que motiva 
la ejecución, ya que si sólo se siguió con la Tesorería, los titulares de 
asientos registrales posteriores sólo pueden quedar perjudicados en las 
cantidades garantizadas por la anotación de embargo que se ejecuta; el 
segundo, que sólo se ha consignado el sobrante a favor de un acreedor 
posterior, cuando del Registro resulta la existencia de otros acreedores 
posteriores con derecho preferente al cobro.

2. Con relación al primero de los defectos, debe darse la razón al 
recurrente. El embargo supone la afección de los bienes embargados al 
resultado del procedimiento de ejecución, ya prevalezca el del ejecutante, 
ya prevalezca cualquier otro que interponga la correspondiente tercería 
de mejor derecho. Esta tercería se dirige frente al acreedor ejecutante 
(artículo 617 de la Ley de Enjuiciamiento Civil), y si existen otros créditos 
posteriores con mejor derecho, a éstos corresponderá hacer valer sus 
derechos en el procedimiento, sin que exista ninguna norma que imponga 
la obligación de dirigir la demanda de tercería frente a ellos.

3. Como este Centro Directivo tiene reiteradamente señalado (cfr. 
Resolución de 28 de marzo de 2001), dejando al margen ahora las hipóte-
sis de ejecución colectiva en concurso de acreedores y centrándonos en 
el supuesto de ejecución singular, para que se produzca la concurrencia 
de acreedores que permita desenvolver la virtualidad de la denominada 
«preferencia», es preciso que el acreedor pretendidamente preferente 
acceda por vía de tercería de mejor derecho, a la ejecución ya instada por 
otro acreedor del ejecutado y que, tras una fase contradictoria entre el 
tercerista y el actor y ejecutado, recaiga sentencia declarando el orden de 
pago entre los acreedores concurrentes. Así pues es el acreedor pretendi-
damente «preferente» el que debe acudir a una ejecución ya iniciada por 
otro acreedor del común deudor, si quiere hacer valer su pretendida pre-
ferencia respecto del actor, y si no lo hace, dicha preferencia devendrá 
inoperante, pues el precio de remate del bien ejecutado se destinará en 
primer lugar al pago íntegro del ejecutante (cfr. artículo 613.2 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil).

4. En cuanto al segundo de los defectos, debe confirmarse la nota de 
calificación registral. La consignación del sobrante, caso de existir, a 
favor de acreedores posteriores, debe necesariamente incluir a los acree-
dores posteriores que aparezcan en la certificación de cargas expedida en 
el procedimiento de apremio (artículo 674 en relación con el 656 de la Ley 
Enjuiciamiento Civil). El recurrente alega que el crédito del único ano-
tante posterior con derecho al sobrante ha sido satisfecho, levantándose 
el embargo, y para ello alega –en la tramitación del recurso, pero sin que 
ello fuera conocido por el registrador en el momento de la calificación-
que el órgano judicial ante quien se lleva la ejecución así lo ha comuni-
cado en contestación a un requerimiento sobre subsistencia de cargas. 
Pero lo cierto, es que este Centro Directivo en la resolución del recurso 
contra la calificación registral, no puede tener en cuenta documentos que 
fueron presentados en tiempo y forma (cfr. artículo 326 Ley Hipotecaria). 
Todo ello sin perjuicio de que este defecto sea fácilmente subsanable 
mediante la presentación de los documentos de los que resulte la cance-
lación del embargo que no se tuvo en cuenta al realizar la consignación 
del sobrante.

En consecuencia, esta Dirección General ha acordado estimar el 
recurso en cuanto al primero de los defectos y confirmar la nota de califi-
cación del Registrador en cuanto al segundo, en los términos resultantes 
de los anteriores pronunciamientos.

Contra esta Resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la Capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su 

notificación siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello 
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 23 de septiembre de 2008.–La Directora General de los Regis-
tros y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 16638 RESOLUCIÓN de 23 de septiembre de 2008, de la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por Salones Mayca S.L., contra la negativa del 
registrador mercantil de Alicante, a inscribir determi-
nada disposición estatutaria contenida en la escritura de 
constitución de dicha sociedad.

En el recurso interpuesto por don Juan Carlos Moyano Herrero, en 
nombre de «Salones Mayca, S.L.», contra la negativa del Registrador Mer-
cantil de Alicante, don Enrique Martínez Senabre, a inscribir determinada 
disposición estatutaria contenida en la escritura de constitución de dicha 
sociedad.

Hechos

I

El 19 de septiembre de 2.007, el Notario de Alicante don Pedro Ángel 
Navarro Arnal autorizó la escritura de constitución de la sociedad «Salo-
nes Mayca S.L.», en cuyos estatutos figuraba el siguiente artículo (párrafo 
primero): «Artículo 3. La sociedad tiene como objeto únicamente la 
explotación de máquinas recreativas y de azar, en establecimiento propio 
o ajeno, así como el mantenimiento o reparación de las mismas».

Posteriormente, 19 de octubre de 2007, el mismo Notario autorizó otra 
escritura de modificación de dicha disposición de los estatutos sociales 
de la referida sociedad, que, respecto del párrafo transcrito, quedó redac-
tada en los siguientes términos: «Artículo 3. La sociedad tiene por objeto: 
Únicamente la explotación de máquinas recreativas y de azar, en estable-
cimiento propio o ajeno, y en su caso el mantenimiento y reparación de 
las mismas, de acuerdo con el Reglamento de Máquinas Recreativas y de 
Azar. Así como la explotación de máquinas recreativas y de azar en salo-
nes regulados en el Reglamento de Salones Recreativos y Salones de 
Juego, y la realización de las actividades preparatorias, necesarias, acce-
sorias, complementarias o relacionadas con los mismos».

II

El 8 de noviembre de 2007 se presentó en el Registro Mercantil de 
Alicante la referida escritura de constitución de la sociedad Salones 
Mayca S.L., acompañada de la escritura de subsanación citada, motivando 
el asiento 754 del diario 236. Y fue inscrita parcialmente, según la califica-
ción que a continuación se transcribe en lo pertinente:

«… Examinado el precedente documento, conforme al artículo 18.2 
del Código de Comercio y 6 del Reglamento del Registro Mercantil se ha 
procedido a su inscripción al tomo 3.236 general, folio 207, hoja número 
A-109.438, inscripción 1.ª, en unión de escritura de subsanación otorgada 
en Alicante el día 19 de octubre de 2007 ante su Notario Don Pedro Ángel 
Navarro Arnal, número 2.445 de protocolo.

No se ha inscrito en el objeto social las palabras «y la realización de las 
actividades preparatorias, necesarias, accesorias, complementarias o 
relacionadas con los mismos» por su carácter indeterminado. Artículos 
13.b.1 de la ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada y 178 del 
Reglamento del Registro Mercantil.

Se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 15 del Regla-
mento del Registro Mercantil, contando la presente nota de calificación 
con la conformidad del cotitular del Registro.

En relación con la presente calificación:

Puede instarse la aplicación del cuadro de sustituciones conforme a 
los arts. 19 bis y 275 bis de la Ley Hipotecaria y al Real Decreto 1.039/93, 
en el plazo de quince días a contar desde la fecha de la notificación, sin 
perjuicio del ejercicio de cualquier otro medio de impugnación que el 
interesado entienda procedente.

Puede impugnarse directamente ante el Juzgado de lo Mercantil de 
esta capital mediante demanda que deberá interponerse dentro del plazo 
de dos meses, contados desde la notificación de esta calificación, siendo 
de aplicación las normas del juicio verbal conforme a lo previsto en los 
artículos 324 y 328 de la Ley Hipotecaria en su nueva redacción por la Ley 
24/2005, de 18 de noviembre.

Cabe interponer recurso en este Registro Mercantil para la Dirección 
General de los Registros y del Notariado en el plazo de un mes desde la 



41470 Miércoles 15 octubre 2008 BOE núm. 249

fecha de la notificación en los términos del artículo 324 y siguientes de la 
Ley Hipotecaria.

Alicante, 9 de noviembre de 2007. El Registrador Mercantil de Alicante 
(Firma ilegible. Está el sello de don Enrique Martínez Senabre).»

III

El día 26 de diciembre de 2007 fue presentado el recurso en el Registro 
mediante escrito de 19 de noviembre de 2.007, suscrito por Don Juan 
Carlos Moyano Herrero, como representante de la mercantil Salones 
Mayca S.L., con base en los siguientes razonamientos:

1.º Se ha señalado como objeto social la definición que establece el 
Reglamento de Salones Recreativos y Salones de Juego (Decreto 44/2007 
de 20 de abril) al establecer en el Capítulo II, artículo 16, apartado 3 «para 
poder ser titular de un salón recreativo o de un salón de juego se deberán 
reunir los siguientes requisitos… b) tener por objeto social la explotación 
de máquinas recreativas y de azar en salones de los regulados en el pre-
sente reglamento y la realización de las actividades preparatorias, necesa-
rias, accesorias, complementarias o relacionadas con los mismos».

2.º Para poder ser titular de un salón recreativo o de juego se ha 
establecido el objeto social que exige el citado reglamento.

3.º Atendiendo a las circunstancias de este caso ha quedado demos-
trada su intención de no establecer un objeto social con carácter indeter-
minado, sino el que le exige el Reglamento de Salones Recreativos y 
Salones de Juego.

IV

Mediante escrito de 31 de diciembre de 2.007, el recurso se puso en 
conocimiento del Notario autorizante, Sr. Navarro Arnal, a los efectos del 
artículo 327 de la Ley Hipotecaria, emitiendo informe el día 4 de enero 
de 2008, el cual tuvo entrada en el Registro el 8 de enero siguiente. El 
informe del Notario alega lo siguiente:

1.º Respecto de la escritura de modificación del primer párrafo del 
artículo 3 de los estatutos de Salones Mayca S.L., autorizada el 19 de octu-
bre de 2007, la razón alegada por el otorgante para modificar la redacción 
del objeto social en la forma expresada fue que así se lo pedían en el orga-
nismo correspondiente de la Consellería competente, para la aprobación 
de la inscripción de la sociedad en el Registro de Empresas Titulares de 
Salones de Juego, y ello de conformidad con los artículos 16.3.A.b) y 20 y 
demás de aplicación del Decreto 44/2007, de 20 de abril, de la Consellería 
de Economía, Hacienda y Empleo, por el que se aprueba el Reglamento de 
Salones Recreativos y Salones de Juego.

2.º Efectivamente, el citado artículo 16 del expresado Decreto, en su 
punto 3 apartado A, subapartado b), al señalar los requisitos de las perso-
nas jurídicas, dice lo siguiente: «b) Tener por objeto social la explotación 
de las máquinas recreativas y de azar en salones de los regulados en el pre-
sente reglamento y la realización de las actividades preparatorias, necesa-
rias, accesorias, complementarias o relacionadas con los mismos».

3.º Como claramente se observa, en la redacción definitiva del 
artículo 3.º de los Estatutos de Salones Mayca S.L. se transcribió lite-
ralmente la disposición legal aplicable a la sociedad que se consti-
tuyó.

4.º Hay otras disposiciones de la Generalidad Valenciana que 
siguen una técnica igual o similar al determinar el objeto que han de 
tener ciertas sociedades. Así por ejemplo: El Decreto 116/2006, de 28 de 
julio, relativo a Casinos de Juego, que en su artículo 5.c) exige «objeto 
social único y exclusivo la explotación del Casino de Juego objeto de la 
solicitud de autorización y en su caso de los servicios complementarios 
o accesorios relacionados con el mismo». En su artículo 18 relaciona los 
servicios complementarios, distinguiendo entre obligatorios y facultati-
vos, y permite que puedan pertenecer o ser explotados por persona o 
empresa distinta de la titular del Casino. El Decreto 43/2006 de 31 de 
marzo, que aprueba el Reglamento del Bingo, en su artículo 16.1.b) exige 
para las empresas titulares «tener como objeto social único la explota-
ción del juego del bingo… y en su caso de los restantes juegos y de los 
servicios complementarios o accesorios relacionados con el mismo». Y 
en su artículo 17.2.a), para las Empresas de Servicios, exige «tener 
como objeto social único la explotación de. Salas de Bingo y restantes 
juegos que puedan autorizarse así como los servicios complementarios 
de las mismas».

Ello revela una voluntad del legislador valenciano de que el objeto 
social, aunque sea único, comprenda los servicios o actividades comple-
mentarios, preparatorios, accesorios o relacionados con el objeto social.

5.º El artículo 13 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limi-
tada sólo exige la constancia en los Estatutos sociales del objeto social, 
determinando las actividades que lo integran, y ello se cumple en la escri-
tura calificada, sin contradicción con el referido artículo.

6.º Es el artículo 178 del Reglamento del Registro Mercantil el que 
puede plantear la cuestión de la inscribibilidad del objeto social, pues en 
su punto 1 repite lo que dice la Ley, y en el 2 rechaza la inclusión como 
parte del objeto social de «la realización de cualesquiera otras actividades 
de lícito comercio» así como emplear expresiones genéricas de análogo 
contenido, lo cual no ocurre en la escritura calificada pues no se incluye 
ninguna expresión genérica relativa a «otras actividades» que no sean las 
del objeto único especificado en los Estatutos. Finalmente, en su punto 2, 
interpreta o concreta el punto 1 diciendo que «no podrán incluirse en el 
objeto social los actos jurídicos» necesarios para la realización o desarro-
llo de las actividades indicadas en él. Distingue por tanto entre «activida-
des económicas» y «actos jurídicos», rechazando la constancia en los 
Estatutos de estos últimos, no de aquéllas que, por el contrario, son de 
obligada mención; lo que viene a ser coherente con la no inscripción en el 
Registro de las facultades del órgano de administración, pues éste tendrá 
todas las que estén en función de las actividades económicas incluidas en 
el objeto social. Pero resulta que en la escritura calificada, la parte cuya 
inscripción ha sido denegada es la referente a la realización de las activi-
dades económicas o empresariales, no la referente a los actos jurídicos, 
cuya expresión exige el artículo 13 de la Ley, el párrafo 1 del artículo 178 
del Reglamento y las disposiciones autonómicas citadas al principio y que 
son de obligado cumplimiento para este tipo de sociedades, so pena de no 
obtener la aprobación e inscripción en el Registro Administrativo corres-
pondiente, o que le sea revocada la misma. En la interpretación que en la 
práctica se da a los artículos citados por el Registrador, se entiende que la 
sociedad puede realizar las actividades preparatorias, complementarias, 
accesorias o relacionadas con el objeto social naturalmente sin salirse o 
desvirtuar las actividades incluidas en el mismo, tales como adquisición, 
en compra o arrendamiento, de uno o varios locales para el ejercicio de la 
actividad o para almacén, oficinas o delegaciones, contratación del perso-
nal, formación cualificada del mismo sobre todo el Casinos y Bingos, 
adquisición de mobiliario, publicidad, etc. Y ello, esté o no inscrita la frase 
o frases cuya inscripción ha sido denegada en el presente caso. Esta dene-
gación puede crear problemas prácticos y dar a entender que la sociedad 
no puede hacer un sin número de actividades sin las cuales no podría 
ponerse en marcha ni funcionar en el futuro.

7.º En la redacción de los estatutos podría, en lugar de relacionar las 
actividades, remitirse a lo dispuesto en el artículo 16.3.A.b) del Decreto 
44/2007 de la Generalidad Valenciana, diciendo: La sociedad tendrá por 
objeto social el establecido en el artículo 15.3.A.b) del Decreto 44/2007, de 
la Generalidad Valenciana.

8.º En las sociedades anteriores a la vigente legislación era fre-
cuente, como cláusula de estilo, incluir la frase «y cualquier otra actividad 
de lícito comercio» o similares, lo que podría dar lugar a que el objeto 
social se convirtiera en un cajón de sastre y la sociedad sirviera para todo. 
Por ello es lógico que la legislación actual corrija y trate de impedir esa 
irregularidad, y de ahí el artículo 178 del Reglamento citado. Pero la apli-
cación rigurosa y literal de la Ley (en este caso del Reglamento) puede 
llevar a la injusticia, cuando no a la ilegalidad, al absurdo o a la multipli-
cación de trámites administrativos para conseguir el legal desarrollo de 
las actividades sociales, completamente lícitas. Y más en el caso objeto de 
este recurso, en que se ha copiado literalmente la dicción de una disposi-
ción autonómica, que es precisamente a la que se acoge la sociedad que 
se constituye.

9.º Aparte de las consideraciones precedentes, cabe señalar la labor 
hecha por los Notarios cuando se produjo el cambio legislativo para 
suprimir y no incluir en el objeto social las mentadas frases genéricas o 
ambiguas, y que en la mayoría de los Estatutos ya no figuran, y si figuran 
son denegadas por el Registro. Pero después de más de diez años de apli-
cación de la legislación actual, se advierte por parte de los otorgantes un 
mayor deseo de que se incluyan no ya frases genéricas o ambigua, sino 
complementarias o adicionales del objeto social. Y esto porque el mundo 
societario manifiesta una necesidad de mayor amplitud en la fijación del 
objeto social, que no desemboque en relaciones exhaustivas de posibles 
actividades. A título de ejemplo, en las sociedades que tienen objeto 
inmobiliario, puede no ser suficiente expresar sin más como objeto social 
«compraventa de inmuebles», pues se corre el riesgo de que algún funcio-
nario considere que la sociedad no puede segregar o agrupar inmuebles. 
Y no cabe exigir a la cantidad de organismos o funcionarios que intervie-
nen en el proceso económico, una preparación y formación jurídica esme-
rada que interprete correctamente la ley y Reglamento; normalmente sólo 
se fijan en la literalidad de los Estatutos. De ahí el perjuicio que una rigu-
rosidad en la calificación registral puede causar al ciudadano, y más en 
estos momentos en que parece que la intención del legislador es facilitar 
al máximo la constitución e inscripción de las sociedades limitadas.

10.º Asimismo hay que tener en cuenta que el antes citado Decreto 
44/2007, de 20 de abril, de la Conselleria de Economía, Hacienda y Empleo 
de la Generalidad Valenciana contiene una Disposición Derogatoria según 
la cual quedan derogados el Decreto 77/1993, de 28 de junio, del Consell 
(antiguo Reglamento) así como las demás disposiciones de igual o infe-
rior rango en lo que se opongan a lo dispuesto en el presente Decreto y en 
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el Reglamento por él aprobado. De cuya disposición cabe inferir que el 
artículo 178 del Reglamento del Registro Mercantil, en cuanto a su aplica-
ción en el territorio de la Comunidad Valenciana, no es aplicable en 
cuanto se oponga al expresado Decreto 44/2007 u otras disposiciones 
similares como las antes citadas.

V

Mediante escritos con fecha de 14 de enero de 2008, el Registrador 
Mercantil emitió informe y elevó el expediente a esta Dirección General, 
con registro de entrada de 16 de enero del mismo año.

En dicho informe consta que dicho recurso estaba presentado fuera de 
plazo al haberse presentado en el Registro el día 26 de diciembre de 2.007, 
y haber sido retirados los documentos de la oficina el día 20 de noviembre 
anterior.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 3 y 1.284 del Código Civil; 326 de la Ley Hipoteca-
ria; artículos 13.a), 63, 65, 69, 95.a) y 104.1.c) de la Ley de Sociedades de 
Responsabilidad Limitada; 133 de la Ley de Sociedades Anónimas; 117 y 178 
del Reglamento del Registro Mercantil: el artículo 16 del Decreto 44/2007, 
de 20 de abril, de la Consellería de Economía, Hacienda y Empleo de la 
Generalitat Valenciana, por el que se aprueba el Reglamento de Salones 
Recreativos y Salones de Juego; y las Resoluciones de esta Dirección 
General de 1 de septiembre de 1993, 5 de abril de 1993, 11 de diciembre de 
1995 y 14 de julio de 2006.

1. Como cuestión previa, de procedimiento, debe abordarse la cues-
tión relativa al plazo de interposición del recurso, toda vez que el Regis-
trador alega la extemporaneidad de éste.

Cabe recordar que el Registrador debe ineluctablemente notificar la 
calificación negativa al Notario autorizante y al presentante del título en 
el plazo y la forma establecidos en el artículo 322 de la Ley Hipotecaria, 
según el cual dicha notificación se efectuará conforme a los artículos 58 
y 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Si la notificación practicada 
omitiera alguno de los requisitos formales a que debe someterse y su 
cumplimiento no pudiera ser acreditado por el Registrador, tendría como 
lógica consecuencia que el recurso no podría estimarse extemporáneo.

En el presente caso, no habiéndose acreditado la fecha de recepción 
por el presentante de la notificación de la calificación negativa debe 
rechazarse este motivo de inadmisión.

2. Por lo que se refiere al fondo del asunto, el Registrador rechaza la 
inscripción de una parte de la cláusula de los estatutos, relativa al objeto 
social (consistente en la explotación de máquinas recreativas y de azar en 
salones regulados por la normativa específica), por entender que, al refe-
rirse a «la realización de las actividades preparatorias, necesarias, acce-
sorias, complementarias o relacionadas con los mismos», adolece de inde-
terminación, infringiendo los artículos 13.b).1 de la Ley de Sociedades de 
Responsabilidad Limitada y 178 del Reglamento del Registro Mercantil.

3. Según la doctrina de este Centro Directivo (vid., entre las más 
recientes, la Resolución de 14 de julio de 2006), la trascendencia que el 
objeto social tiene tanto para los socios [cfr. artículos 95.a) y 104.1.c) de 
la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada], como para los Admi-
nistradores (cfr. artículos 65 y 69 de dicha Ley, en relación el último de 
ellos con el artículo 133 de la Ley de Sociedades Anónimas), y los terceros 
que entren en relación con la sociedad (cfr. artículo 63 de la Ley de Socie-
dades de Responsabilidad Limitada), justifica la exigencia legal de una 
precisa determinación del ámbito de actividad en que debe desenvolverse 
la actuación del nuevo ente, si bien la diversa composición cualitativa que 
puede adoptar el patrimonio social posibilita la dedicación de la sociedad 
a una multitud de actividades económicas absolutamente dispares, siem-
pre que estén perfectamente delimitadas.

El Reglamento del Registro Mercantil (artículos 117 y 178) exige que el 
objeto social se delimite «determinando las actividades que lo integran»; 
y especifica el contenido de esa determinación mediante una doble limi-
tación: a) no pueden incluirse en el objeto «los actos jurídicos necesarios 
para la realización o el desarrollo de las actividades indicadas en él»; y b) 
en ningún caso puede incluirse como parte del objeto social «la realiza-
ción de cualesquiera otras actividades de lícito comercio ni emplearse 
expresiones genéricas de análogo significado». La primera prohibición se 
justifica por una evidente razón de claridad: si las facultades representati-
vas de los administradores se extienden a todos los actos comprendidos 
en el objeto social (artículo 63 de la Ley de Sociedades de Responsabili-
dad Limitada) esa representación abarca todos los actos expresivos de la 
capacidad de obrar de la sociedad, por lo cual la farragosa enumeración 
de actos jurídicos debe proscribirse por innecesaria. La segunda limita-
ción, porque esa clase de fórmulas («cualesquiera otras actividades de 
lícito comercio», a las que a veces se añadía, en una vieja cláusula de 
estilo, el giro «acordadas por la Junta General») convertía el objeto en 
indeterminado y genérico.

Ahora bien, tal exigencia legal y reglamentaria no puede implicar que 
toda redacción de las disposiciones estatutarias definitorias del objeto 
social que, a juicio del Registrador, no sea un modelo de concisión y niti-
dez haya de ser rechazada. Así, este Centro Directivo admitió, en Resolu-
ción de 5 de abril de 1993, la frase relativa a «todas las actividades relacio-
nadas con …», cuando la inmediata referencia anterior a la compra y 
venta de vehículos delimita suficientemente el ámbito de la actividad 
social. Y otra en Resolución, la de 11 de diciembre de 1995, consideró 
inscribible la disposición respecto de un objeto que comprendía la fór-
mula «… y demás actividades relacionadas con la industria turística» por 
entender que la exigencia de determinación precisa y sumaria de las acti-
vidades integrantes del objeto no se oponía a la utilización de términos 
que comprendan una pluralidad de actividades. Pero la más relevante a 
los efectos que ahora interesan es la de 1 de septiembre de 1993, que ante 
una cláusula estatutaria que determinaba el objeto social como «la com-
praventa al por mayor y menor de todo tipo de mercaderías con cuantas 
operaciones sean preparatorias, auxiliares, accesorias o complementa-
rias de tales actividades» la rechazó por no estar definidas las actividades 
principales constitutivas del objeto social, pero afirmó terminantemente 
que la prohibición derivada del artículo 117 del Reglamento del Registro 
Mercantil –equivalente, en sede de Sociedades Anónimas, al artículo 178 
del mismo Reglamento para las Sociedades de Responsabilidad Limitada-
no podría entenderse vulnerada por la frase cuestionada si por las activi-
dades principales, que completan, preparan o auxilian estas operaciones 
debatidas, estuviera delimitado de modo suficientemente preciso el 
ámbito de la actividad social.

En el presente supuesto, la que el Registrador considera insatisfacto-
ria redacción de la disposición estatutaria relativa al objeto social no 
obedece a una elección discrecional del socio constituyente, sino a una 
imposición normativa. En la escritura inicial el objeto social era «única-
mente la explotación de máquinas recreativas y se azar, en estableci-
miento propio o ajeno, así como el mantenimiento o reparación de las 
mismas»; y fue al dar debido cumplimiento de un Decreto de la Generali-
tat Valenciana (44/2007, de 20 de abril, sobre Reglamento de Salones 
Recreativos y Salones de Juego) cuando el socio modificó dicho objeto 
para atemperarlo al mandato del artículo 16 de dicha norma. Por lo 
demás, yerra el Notario informante del recurso cuando considera que es 
aplicable en el territorio de la Comunidad Valenciana el artículo 178 del 
Reglamento del Registro Mercantil.

Lo que debe hacer el Registrador es interpretar las normas jurídicas en 
relación con las demás disposiciones normativas del ordenamiento y las 
disposiciones estatutarias como la ahora cuestionada en el sentido más 
adecuado para que produzcan efecto (artículo 1.284 del Código Civil), 
para no llegar a la desconcertante situación de que, en esta fase determi-
nante del proceso constitutivo de una sociedad, quien impida al particular 
cumplir una norma sea un funcionario encargado de velar por la aplica-
ción de la misma en el ámbito de sus competencias.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto y 
revocar la calificación del Registrador.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Mercantil de la provincia donde 
radica el Registro, en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo 
de aplicación las normas del juicio verbal, conforme a lo establecido en la 
Disposición Adicional vigésima cuarta de la Ley 24/2001, 27 de diciembre, 
los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 23 de septiembre de 2008.–La Directora General de los Regis-
tros y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 16639 RESOLUCIÓN de 1 de octubre de 2008, de la Dirección 
General de Relaciones con la Administración de Justicia, 
por la que se emplaza a los interesados en el recurso conten-
cioso-administrativo, procedimiento ordinario 1299/2007, 
interpuesto ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
(Sección 7.ª) del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid.

En virtud de lo acordado por la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
(Sección 7.ª) del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, se ha inter-
puesto recurso contencioso-administrativo en el procedimiento ordinario 
1299/2007, con número de identificación único 28079 3 82954/2007, sobre 
el proceso de consolidación de empleo de los funcionarios interinos de la 
Administración de Justicia, que prestan servicios en el Ministerio de Jus-
ticia y en las Gerencias Territoriales.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley Regula-
dora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 13 de julio de 


